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¿Paz y desarrollo?

En junio de 2000 el Senado de los Estados
Unidos aprobó el Plan Colombia. Elaborado en
Washington, se puso en marcha un mes más tar-
de sin previa consulta a la ciudadanía colombia-
na. Denominado �Plan para la paz, la prosperidad
y el fortalecimiento del Estado�, se considera ofi-
cialmente un complemento al Plan Nacional de
Desarrollo 2002-2006.  Pretende, como objetivo
general, lograr la pacificación en Colombia me-
diante la negociación política y el respeto a la de-
mocracia, los derechos humanos y el ambiente.
Vincula especialmente la agudización de la vio-
lencia social al cultivo, producción y tráfico de dro-
gas, al considerar estas actividades fuentes princi-
pales de financiamiento de los sectores armados.

Su costo total se ha calculado en 7.500 millo-
nes de dólares. El gobierno estadounidense se ha
comprometido a aportar 1.575 millones. El Esta-
do colombiano deberá financiar 4 mil millones de
dólares, básicamente a través de privatizaciones,
préstamos internacionales e impuestos. Se solici-
tó en principio que el resto, 1.925 millones, fuera
aportado en conjunto por  la Unión Europea y Ja-
pón, lo cual no ha sido confirmado hasta ahora.
En la práctica, sin embargo, el Plan Colombia dis-
ta mucho de apegarse a los objetivos y principios
antes expuestos. El 80% del gasto se ha destina-
do a aspectos de carácter militar, sobre todo a
combatir la insurgencia de los grupos guerrilleros;
sólo el 20% se ha invertido con fines sociales. Ha
dado prioridad igualmente a la erradicación de cul-
tivos ilícitos de coca y amapola mediante fumiga-
ciones aéreas, fundamentalmente en la región sur
del país. No obstante, los medios utilizados y las
consecuencias  sociales y ecológicas derivadas
se han convertido en un factor de creciente des-
contento  entre la población, seriamente afectada
en su integridad y en sus derechos.

Una lluvia de glifosato

Las fumigaciones han convertido el territorio
colombiano en un  gran campo de experimenta-
ción de agentes químicos, mucho antes incluso
del inicio del Plan Colombia. Desde 1978 se ha
estado ensayando sucesivamente con diferentes
fórmulas: Paraquat, Triclopyr, Tebuthiuron, Imaza-
pyr y Hexaxinona. Su éxito, sin embargo, fue es-
caso, por lo cual desde 1986 comenzó a utilizarse
el herbicida glifosato de la transnacional  norte-
americana Monsanto.

Actualmente se intentan erradicar los cultivos
ilícitos específicamente en los departamentos de
Cauca, Nariño y  Putumayo,  afectando áreas fron-
terizas con Ecuador. Oficialmente el primer perío-
do de fumigaciones aéreas se llevó a cabo en la
región del Putumayo, entre el 22 de diciembre de
2000 y el 28 de enero de 2001, aunque algunas
fuentes afirman que comenzaron antes y se ex-
tendieron hasta el mes de marzo. En el Putuma-
yo, los pobladores hablaron de fumigaciones dia-
rias desde las 8 de la mañana hasta las 4 de la
tarde en una extensión de 29 mil hectáreas, con
intervalos de entre una semana y 15 días. En to-
tal,  hasta diciembre de 2002 se calcula que fue-

Glifosato más...

Un estudio entregado al gobierno británico para
ayudar en la toma de decisión acerca de permitir o
no la plantación de cultivos transgénicos, muestra
que hay varias malezas que están desarrollando
resistencia al Glifosato. De acuerdo con el diario
británico �The Independent�, eso significa que, al
contrario de lo que acostumbran afirmar las em-
presas biotecnológicas, los cultivos transgénicos
pueden requerir más cantidad de herbicida. La in-
vestigación, dirigida por Bob Hartzler, del Depar-
tamento de Agronomía del Estado de Iowa, Esta-
dos Unidos- reveló que en los últimos siete años,
cinco especies de malezas se convirtieron en re-
sistentes al producto.
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ron fumigadas alrededor de 130 mil hectáreas de
coca y amapola (Fundación Hemera, 2003). Al
parecer, quedan aún por erradicar aproximada-
mente 144 mil hectáreas. En el Putumayo, de las
50 mil hectáreas sembradas, sólo restan 3 mil. El
Presidente de Colombia, Álvaro Uribe, ha prome-
tido en Washington la extinción de todos estos cul-
tivos para el año 2006, cuando termine  su man-
dato. Las perspectivas son, pues, continuar con
los programas de fumigación. La Unidad Cafetera
Nacional, inclusive, ha manifestado su enorme pre-
ocupación porque en 2003 se extenderá el uso
del glifosato a las regiones productoras de café,
donde existan también cultivos ilícitos. El objetivo
es destruir completamente las cuatro cosechas de
hojas de coca que se recogen al año.

El costo de fumigar por vía aérea se ha calcu-
lado en 467 dólares por hectárea. De ser cierto,
esto significa que se ha gastado en intervenir unas
130 mil hectáreas cerca de 61 millones de dóla-
res. Suponiendo que la extensión pendiente sea
de 144 mil hectáreas, una estimación total daría
la cifra de 128 millones de dólares. Esta cantidad
que representa, sin duda,  un porcentaje mínimo
del presupuesto general del Plan Colombia, invi-
sibiliza, sin embargo, el costo real del programa
de fumigaciones: sus graves consecuencias so-
ciales, sanitarias, ambientales y sobre los dere-
chos humanos de miles de personas.

El Roundup Ultra: la nueva receta
para Colombia

El glifosato es un herbicida no selectivo, cuya
fórmula Roundup es propiedad de Monsanto. El
glifosato se creó en los años sesenta,  introdu-
ciéndose  tiempo después en América Latina.  Hoy
día tiene ventas con ingresos superiores a los mil
millones de dólares anuales. El Roundup tradicio-
nal de Monsanto contiene, añadida al glifosato en
forma de sal isopropilamina (IPA), una sustancia
química surfactante denominada polioxietileno-
amina (POEA) que incrementa su acción; sin em-
bargo, fue considerado poco efectivo para com-
batir los cultivos de coca y amapola en Colombia.
El que  finalmente  ha sido utilizado en las opera-
ciones de fumigación se conoce como Roundup
Ultra. Contiene igualmente POEA, pero se le ha
agregado un nuevo surfactante: el Cosmoflux
411F.  Aprobado su uso sin que se conozcan es-
tudios previos sobre posibles efectos, mucho me-
nos en ecosistemas tropicales,  este surfactante 1

aumenta cuatro veces la acción del Roundup, al
incrementar el efecto del glifosato. Esto significa
que podría igualmente multiplicar por cuatro su
acción tóxica 2.

Según ha denunciado la investigadora colom-
biana Elsa Nivia en un informe publicado en 2001
titulado �Las fumigaciones sobre cultivos ilícitos
sí son peligrosas�, en los Estados Unidos se re-
comienda para cultivos agrícolas el uso del Roun-
dup en concentraciones del 1%, sólo sobre las
malezas y con equipo de protección. En Colom-
bia se está usando el Roundup Ultra en concen-
traciones de hasta el 26%, vía aérea, fumigándo-
se de manera indiscriminada sobre alimentos,
fuentes de agua, personas y animales. Al aplicar-
se así desde el aire, se dispersa alrededor de un
área de hasta 1 kilómetro, pudiendo permanecer
en los suelos por un período de entre 4 meses y 3
años. Como era de esperar, en efecto, las conse-
cuencias humanas y ambientales de estas opera-
ciones no tardaron en aparecer.

Sin protección bajo los riesgos
Inmediatamente después del inicio de los ope-

rativos de fumigación aérea aparecieron proble-
mas de salud en las comunidades directamente
expuestas, adicionalmente a la contaminación de
sus huertos, animales y fuentes de agua. Sola-
mente en el Departamento colombiano del Putu-
mayo, se calcula que las fumigaciones han perju-
dicado a más de 300 mil personas.  Allí viven, entre
otros,  los pueblos indígenas Cofán, Inga, Embe-
ra, Paez y Awa.  Es un territorio alejado, identifi-
cado casi exclusivamente con asuntos del narco-
tráfico y violencia armada. Sus graves problemas
sociales y ecológicos, desde luego, permanecen
invisibles, como han denunciado reiteradamente
en instancias internacionales la organización Alian-
za Amazónica y la Coordinadora Indígena de la
Cuenca Amazónica (COICA).

Los primeros informes señalaban que los po-
bladores de las zonas recién fumigadas presen-
taron náuseas, dermatitis y trastornos estomaca-
les. Los habitantes de Río Blanco de Sotar, por
ejemplo, denunciaron, además de esos mismos
síntomas, problemas de visión y dolor de oído.  En
2002, el Alcalde de Puerto Guzmán confirmó in-
cluso la muerte de siete personas por intoxicacio-
nes que se atribuyeron al  Roundup Ultra. No hay
que olvidar, por otro lado, que las principales re-
giones afectadas comparten frontera con Ecua-
dor. En consecuencia, los daños de las fumiga-
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ciones se han sentido igualmente en pueblos de
la provincia amazónica de Sucumbíos, ubicados
en el Valle del Guámez y el río San Miguel. Su
población vive mayoritariamente en condiciones
de pobreza, a pesar de la intensa explotación fo-
ránea de sus territorios, incluyendo unas 20 co-
munidades de nacionalidad kichwa. Desprotegi-
das e indefensas, miles de personas se han visto
obligadas a desplazarse de sus lugares de vida y
subsistencia. Mientras, sin pausa,  las fumigacio-
nes del Plan Colombia siguen su curso.

¿Qué ha cambiado?

El área de cultivos de hojas de coca se triplicó
en el territorio colombiano en cinco años apróxi-
madamente. Entre 1994 y 1999 pasó de 45 mil
hectáreas a 122 mil.  Esto sucedió, en efecto, a
pesar  de la inversión de unos  600 millones de
dólares en gastos militares y logísticos destina-
dos a combatir el narcotráfico 3. Los cultivos fue-
ron ocupando cada vez mayores zonas en la sel-
va, ecológicamente frágiles y habitadas por pue-
blos indígenas y campesinos pobres. Obviamen-
te, el rápido crecimiento de esta producción estu-
vo respaldado por el aumento de la demanda del
alcaloide en los países consumidores, incluyendo
los Estados Unidos.

Desde luego, resulta claro que mientras no se
desarrollen políticas sociales que beneficien a  los
sectores de la población que habita esas regio-
nes, una alternativa de sobrevivencia continuará
siendo el cultivo ilícito.  La violación del derecho
de los pueblos indígenas a vivir en paz y con au-
tonomía en sus territorios, la deuda externa y las
políticas económicas impuestas por el FMI, con-
tribuyen también en gran medida a fortalecer esta
situación. Se calcula que actualmente 50 mil fa-
milias dependen de los ingresos que obtienen por
esos cultivos.  El dinero que reciben es unas seis
veces más de lo que obtendrían por dedicarse a
otros productos. Los narcotraficantes, además, se
encargan de proveer todos los medios necesarios,
incluyendo el retiro de la producción desde los lu-
gares de siembra, por muy retirados o incomuni-
cados que se encuentren. Aun así,  hay que seña-
lar que en Colombia diversas comunidades indí-
genas han firmado acuerdos con el gobierno, com-
prometiéndose a erradicar  manualmente los cul-
tivos ilícitos  que pudieran hallarse en sus territo-
rios.  La Organización Zonal Indígena del Putu-
mayo (OZIP), no obstante,  ha denunciado repeti-
damente el incumplimiento oficial de esos acuer-
dos, tras haberse dado vía libre a las fumigacio-
nes aéreas sobre sus tierras.

¿Por qué, pues, se autorizan estas operacio-
nes que tienen, además, un marcado carácter
militar? Evidentemente existen beneficios, econó-
micos y políticos. Por un lado, la erradicación
manual es lenta y, en consecuencia, más costo-
sa, incluyendo los programas sociales y de pro-
ducción alternativa que en tal caso tendría que
implementar el gobierno. Por otra parte,  hay que
recordar también que Monsanto obtiene ganan-
cias, experimentando sin mayores riesgos lega-

Intoxicando también a pobladores
ecuatorianos

La Dyn Corp. �empresa que participó en la gue-
rra de Vietnam utilizando el �agente naranja�-
ha tenido denuncias por violación a los dere-
chos humanos en todo el mundo, y ha sido tam-
bién vinculada con casos de narcotráfico. Ac-
tualmente podría enfrentar un proceso legal en
cortes norteamericanas por los impactos de la
utilización de Roundup Ultra en
la salud humana de pobladores ecuatorianos,
quienes el 11 de septiembre de 2001 plantea-
ron en los Estados Unidos una querella contra
esta empresa por ser la  responsable de las
fumigaciones para la erradicación de los culti-
vos ilícitos en Colombia.
La demanda se inició a partir de los datos pro-
vistos por la investigación que Acción Ecológi-
ca realizó en junio del 2001, donde se demues-
tran los daños a la salud y a los cultivos del
100% de la población ubicada a 5 kilómetros
de la frontera con Colombia en las zonas don-
de se efectuaron las fumigaciones. El estudio
comprueba que las fumigaciones provocaron
cuadros clínicos que incluyen alteración del sis-
tema nervioso (mareos,
dolores de cabeza), afectación del sistema di-
gestivo (náuseas, dolores abdominales, dia-
rreas) y enfermedades de la piel (erupciones,
salpullidos, etc.). Adicionalmente, han impac-
tado severamente la fauna y la flora de la zona;
han destruido cultivos de subsistencia
como café, yuca y arroz, entre otros; y han pro-
vocado la pérdida de animales domésticos de
los campesinos, lo que ha forzado a muchos
habitantes a abandonar sus hogares.

Por mayor información, contactarse con Acción
Ecológica: biodiversidad@accionecologica.org
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les sus nuevas fórmulas. Por su lado, Estados
Unidos tiene en sus manos la excusa perfecta para
intervenir en un país prioritario a sus intereses
geopolíticos, donde actúan grupos insurgentes
armados. Allí pretende, entre muchas otras cosas,
abrir un  nuevo canal interoceánico bajo su con-
trol. Se trata, en todo caso, de vulnerar profunda-
mente la soberanía en una zona  indispensable
para  sus objetivos a corto plazo en toda la región
andina. Estos incluyen, por supuesto, la explota-
ción de los recursos naturales y energéticos de
los territorios indígenas, ubicados en una de las
áreas de mayor biodiversidad del Planeta.

Lo cierto es que las fumigaciones se han reali-
zado a cambio de un enorme costo humano y
ambiental, en una región donde millones de per-
sonas sufren las consecuencias de la violencia
armada y la pobreza. Los operativos han violenta-
do no sólo los derechos legales de las comunida-
des indígenas, sino que han generado a su vez
mayor violencia y desplazamientos. Se estima que
unos 50 mil campesinos e indígenas del Putuma-
yo podrían desplazarse, sin más, hacia las pro-
vincias vecinas de Ecuador.

Muchas son, en realidad, las bases legales que
han sido infringidas.  Normas constitucionales y
de derecho internacional, incluyendo el principio
de precaución formulado en 1972 en la Conferen-
cia de las Naciones Unidas sobre el Medio Huma-
no y ratificado posteriormente en otros foros inter-
nacionales. Este último establece, en efecto, que
toda sustancia o producto, antes de utilizarse,
deberá demostrar su inocuidad y compatibilidad
con la salud pública y la calidad del ambiente. Se
trata, en general, de una absoluta falta de respon-
sabilidad y prevención, más aún cuando las co-
munidades afectadas ni siquiera fueron informa-
das acerca de los riesgos que corrían.

Las protestas, en consecuencia, también han
sido continuas y diversas.  La Confederación In-
dígena de Ecuador, por ejemplo, ha exigido al
gobierno desde el año 2001 que gestione la sus-
pensión de las fumigaciones en la frontera, decla-
re la emergencia en las zonas afectadas e indem-
nice a la población, manifestando a la vez su ro-

tundo rechazo al Plan Colombia. Según ha infor-
mado la Fundación Hemera en febrero de 2003 4,
comunidades indígenas y campesinas de Ecua-
dor, ante los efectos sufridos por las fumigacio-
nes, interpusieron un recurso de amparo constitu-
cional. Éste fue acogido por un Tribunal, el cual
dictaminó que  los órganos correspondientes del
Estado ecuatoriano tomaran medidas urgentes.
Dicho Tribunal afirmó también que los testimonios
y documentos aportados durante el  proceso, no
dejaron dudas acerca de las consecuencias en
seres humanos, plantas y animales de las fumi-
gaciones con glifosato. Por otro lado, la Defenso-
ría del Pueblo en Colombia presentó en el año
2002 un informe al respecto.  Pero, evidentemen-
te,  tuvo mayor repercusión en escenarios inter-
nacionales que en el seno del gobierno nacional.
Al contrario, la respuesta del Presidente Uribe fue
categórica: �El país no puede suspender ninguna
de las acciones de derrota de la droga�.

Es más, el 31 de enero de 2003 el Ministerio
de Medio Ambiente aprobó una Resolución auto-
rizando un cambio en la concentración de glifosa-
to, aumentando la cantidad utilizada hasta ahora.
Es posible que esta decisión esté vinculada, en reali-
dad, al hecho de que la efectividad del Roundup
Ultra no haya sido la esperada. El Defensor del
Pueblo, no obstante, solicitó de inmediato la anu-
lación de esta Resolución, argumentando viola-
ción a la Constitución colombiana y los derechos
humanos. Mientras tanto, las comunidades conti-
núan padeciendo las consecuencias, y continua-
rán haciéndolo durante años. En las  tierras que tra-
bajan,  probablemente, lo único que podrá cultivar-
se en adelante serán las semillas transgénicas de
Monsanto, resistentes, como se sabe, al glifosato l

Notas
1 N. del E.: Sustancia que disminuye la tensión

superficial de la interfase aire-líquido, facilitan-
do la penetración del producto.

2 Ver www.usfumigation.org y www.ceudes.org
3 www. codhes.org.co/pazcolombia
4 www.actualidadétnica.com




